
 

 

DIRECCIÓN DE LITIGIO ESTRATÉGICO CASACIÓN Y REVISIÓN 
 

Banco de Resoluciones en temas de Litigio Estratégico - 2024 

JURISPRUDENCIA SENTENCIA No. 921-21-EP/24 

TRIBUNAL Corte Constitucional, 21 de diciembre de 2021. 

MATERIA Constitucional – Acción de Protección. 

INTERVINO LA DEFENSORIA 
PUBLICA 

SI 

DATOS DEL DEFENSOR/A PUBLICO Dr. Diego Valverde 

DERECHOS INVOLUCRADOS Tutela Judicial Efectiva y Debido Proceso 

BREVE RELACION DE LOS HECHOS  

En fecha 21 de febrero de 2019, Unidad judicial Multicompetente con sede en el 
Cantón San Miguel de Bolívar declaró la responsabilidad penal del ciudadano 
Carlos Florentino Campuzano Olvera, por el delito de tráfico ilícito de sustancias 
catalogadas sujetas a fiscalización (art 220.1.b del COIP), una pena de 3 años y 
ordeno la suspensión condicional de la pena. 

 

En fecha 02 de octubre de 2019 dentro del procedimiento de control de 
cumplimiento de la suspensión condicional de la pena, la Unidad Judicial Penal del 
cantón de Guaranda, con competencias en garantías penitenciarias ordenó que el 
señor Carlos Campuzano, en el plazo de 5 días justifique el cumplimiento 
documentadamente establecidas en el 631 del COIP, el 05 de junio de 2020, se 
ratifica la orden. 

 
En fecha 26 de junio de 2020, la Unidad Judicial revoca la suspensión condicional 
de la pena y ordena la privación de libertad. 

 
El Dr. Diego Valverde, defensor público, quien había ejercido la defensa del 
accionante en el proceso penal indició que no recibió ninguna notificación sobre 
el cumplimiento de las condiciones legales por parte de Carlos Campuzano, que 
este había cumplido a cabalidad las condiciones impuestas, en virtud de las 
circunstancias solicitó la revocatoria de la providencia y fue negada en fecha14 de 
julio de 2024, con fundamento en que las providencias habían sido notificada la 
defensoría Pública y que la providencia estaría ejecutoriada. 

 
En fecha 23 de julio de 2024, se presenta acción extraordinaria de protección en 
contra de la providencia. 

 
La Corte Constitucional acepta parcialmente las pretensiones del accionante y 
declara la sentencia impugnada, por cuanto vulneró el derecho a la defensa del 
señor Carlos Campuzano 

FUNDAMENTOS DE DERECHO  
Constitución de la República del Ecuador: Art 75 tutela judicial efectiva., 76 núm. 
7 literales b y c, debido proceso, en las garantías de no ser privado del derecho a 
la defensa, contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación 
de una defensa y ser escuchado en el momento oportuno. 



 

 

 
  

CONTEXTO SOCIAL / ECONÓMICO 
DEL CASO 

En defensa de persona privada de la libertad. Grupo de atención prioritaria. 

INSTANCIA PROCESAL EN LA QUE 
SE EMITE LA SENTENCIA 

Corte Constitucional. 

ARGUMENTOS Y 
FUNDAMENTACIÓN 

 

¿Vulneró la Unidad Judicial, el derecho a la defensa por haber revocado la 
suspensión condicional de la pena y ordenado la ejecución de la pena privativa de 
la libertad, sin que el accionante, o su defensa técnica hayan comparecido al 
procedimiento de control de cumplimiento de suspensión condicional de la pena? 

 
12. El derecho a la defensa hace parte del derecho al debido proceso. El debido 
proceso como un principio procura que los intereses de las partes en litigio sean 
juzgados a través de un procedimiento que tienda, en la mayor medida posible, a 
un resultado conforme a derecho 7. El derecho a la defensa está compuesto por 
una serie de garantías tendientes a posibilitar que los sujetos procesales tengan 
acceso a exponer en forma oportuna todas las situaciones de hecho y de derecho 
que respaldan sus pretensiones materiales y jurídicas ante las autoridades 
jurisdiccionales competentes. De igual forma que a su vez se garanticen los 
principios de igualdad de las partes y de contradicción 8 

 
13. En razón del derecho a la defensa no se puede excluir de forma indebida a los 
sujetos procesales 9 El pleno ejercicio del derecho a la defensa es indispensable 
durante la tramitación del procedimiento, porque de ello dependerá, en última 
instancia el resultado del mismo .10 

 

14. El derecho a la defensa comprende dos modalidades: (i) la defensa material 
que es ejercida directamente por el sujeto procesal y (ii) la defensa técnica que es 
ejercida por el profesional del derecho. Estas dos modalidades, a su vez, permiten 
hacer efectivas garantías específicas como las de ser escuchado en el momento 
oportuno y en igualdad de condiciones (art. 76.7 literal c de la CRE) o la de 
presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se crea 
asistida y replicar los argumentos de las otras partes; presentar pruebas y 
contradecir las que se presenten en su contra (art. 76.7 literal h de la CRE). 

 
15. Esta Corte ha precisado que la garantía de ser asistido por una o un profesional 
del derecho particular o público representa una parte fundamental del derecho al 
debido proceso y constituye un mecanismo que pretende afianzar el ejercicio de 
la defensa para quien es parte de un proceso judicial, desde un punto de vista 
eminentemente técnico. Garantía que es indispensable, particularmente en 
materia penal, a fin de evitar un desequilibro procesal y tutelar los derechos de 
las personas que se enfrentan al poder punitivo. 12 

 
16. En sentencia 2195-19-EP/21, esta Corte argumentó que, en la audiencia en la 
que se decidió la revocatoria de la suspensión condicional, la persona sentenciada 
contó con el patrocinio de un defensor público, sin embargo, su participación 
constituyó una mera formalidad, por cuanto, previo a participar en la misma no 



 

 

 
 tomó contacto con su defendido quien le habría podido proporcionar 

documentos para justificar el cumplimiento de las condiciones impuestas en la 
sentencia— y su actuación se limitó a una revisión del expediente judicial —en el 
que no se podía verificar el cumplimiento de las condiciones legales—. Por ende, 
la Corte razonó que el defensor público prestó un servicio deficiente, por cuanto 
no estuvo en condiciones de abogar por que no se revoque la suspensión 
condicional de la pena. Con estos antecedentes, la Corte determinó que, la 
actuación del defensor público transgredió el derecho a la defensa técnica, pero 
también lo hizo, de manera correlativa, la autoridad judicial, al constatar que la 
participación de abogado no garantizó ni siquiera mínimamente el derecho a la 
defensa, no obstante, decidió revocar la suspensión condicional de la pena.13 

 

17. En el presente caso, de la revisión del expediente y de los recaudos procesales, 
esta Corte verifica que el accionante no contó, ni siquiera con un mínimo de 
defensa, ello por cuanto (i) el accionante no pudo conocer del inicio del 
procedimiento por su propia cuenta, puesto que, este se notificó únicamente a la 
Defensoría Pública, por ende, en ningún momento compareció al mismo y (ii) en 
la audiencia en la que se resolvió la revocatoria de la suspensión condicional de la 
pena no asistió un profesional del derecho que ejerza una defensa técnica a su 
favor. En definitiva, la decisión de revocar la suspensión condicional de la pena y 
ordenar la ejecución de la pena privativa de la libertad se adoptó sin que el 
accionante haya ejercido su derecho a la defensa. 

 

18. Esta Corte advierte que la ausencia del defensor público en la audiencia 
obedece a una falta de coordinación de la delegación provincial de la Defensoría 
Pública de Bolívar. Esto, por cuanto, las providencias emitidas dentro del 
procedimiento de control de cumplimiento de suspensión condicional de la pena 
se notificaron al correo electrónico y casillero judicial de la referida delegación 
provincial y al correo electrónico del defensor público Luis Alberto Espín 
Montesdeoca.14 A partir de esta notificación, la delegación provincial debió 
coordinar las acciones internas a fin de asegurar que uno de los defensores 
públicos que pertenecen a su delegación, comparezca a la audiencia respectiva y 
ejerza la defensa técnica de la persona sentenciada 

 
19. Por lo tanto, no cabe que, por una falta de diligencia de la delegación provincial 
de la Defensoría Pública, la autoridad judicial revoque la suspensión condicional 
de la pena sin garantizar el derecho a la defensa del accionante. La Unidad Judicial, 
en función de las circunstancias particulares del caso, esto es, ausencia del 
defensor imputable a la delegación provincial de la Defensoría Pública y ausencia 
del accionante que no pudo conocer del inicio del procedimiento, debió 
considerar que la decisión razonable era la de diferir la audiencia y señalar nuevo 
día y hora. Y, de ser el caso, hacer uso de las facultades correctivas previstas en el 
Código Orgánico de la Función Judicial. En definitiva, la autoridad judicial debía 
asegurar el derecho a la defensa de la persona que potencialmente podía ser 
privada de la libertad. 

MEDIDAS DE REPARACIÓN 
INTEGRAL ADOPTADAS 

Dejar sin efecto la decisión emitida el 26 de junio de 2020 por la Unidad Judicial 
Penal del cantón Guaranda de Bolívar en la causa 02281-2019- 00246. 

 

Disponer que se efectúe un nuevo sorteo para que un nuevo juez con 
competencias en garantías penitenciarias de la provincia de Bolívar sustancie la 



 

 

 
 audiencia de revisión de las condiciones impuestas para conceder la suspensión 

de la pena al accionante, atendiendo lo determinado en el párrafo 
21 supra. 

 

Realizar un llamado de atención a Jorge Oswaldo Yánez Vásquez, juez de la Unidad 
Judicial Penal del cantón Guaranda de Bolívar conforme a lo señalado en los 
párrafos 19 y 21 supra. En consecuencia, se dispone notificar al Consejo de la 
Judicatura para que registre este particular en la hoja de vida del operador judicial. 

 
Realizar un llamado de atención a la delegación provincial de la Defensoría Pública 
de Bolívar conforme a lo señalado en los párrafos 18, 19 y 21 supra 

 
Realizar un llamado de atención al defensor público Luis Alberto Espín 
Montesdeoca conforme a lo señalado en los párrafos 18, 19 y 21 supra. En 
consecuencia, se dispone notificar a la Defensoría Pública para que registre este 
particular en la hoja de vida del defensor público. 

 

Disponer al Consejo de la Judicatura y la Defensoría Pública, inicie las acciones que 
estimen pertinentes, en función de lo señalado en el párr. 21 supra de la presente 
sentencia. 

FALLO 1. Aceptar parcialmente las pretensiones presentadas en la acción 
extraordinaria de protección 921-21-EP. 

2. . Declarar que la sentencia impugnada vulneró el derecho a la defensa del 
accionante. 

VOTACIÓN POR LA QUE FUE 
ADOPTADA 

Aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional con nueve votos a favor de los 
Jueces constitucionales Karla Andrade Quevedo, Alejandra Cárdenas Reyes (voto 
concurrente), Carmen Corral Ponce, Jhoel Escudero Soliz, Enrique Herrería 
Bonnet, Alí Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez, Richard Ortiz Ortiz, y Daniela 
Salazar Marín, en sesión jurisdiccional ordinaria de jueves 29 de agosto de 2024. 

VOTO CONCURRENTES / SALVADO: Hubo votos concurrentes de los jueces Karla Andrade Quevedo, Alejandra 
Cárdenas Reyes, pero no hubo votos salvados 

OTROS DATOS DE INTERÉS: LINK 
DE LA CORTE CONSITUTIONAL 

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_
DWL_FL/e2NhcnBldGE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOiczYjIzY2
UyZi00NzMwLTQ2NTctODQ5OC0xZjA5ZDYwMDBjYjQucGRm
J30= 

 

 

Elaborado por: 
Abg. Gabriel Paladines Galindo. 

 

 

 

Revisado y Aprobado por: 
Abg. Homero Danilo Sulca Villamarin. 
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